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1. INTRODUCCIÓN


 


Uno de los problemas ambientales y de convivencia más recurrente, incómodo y de difícil solución, enfrentado por las ciudades modernas, es el ruido. En la medida que la población se concentra en los centros urbanos, también se incrementan las actividades que dan lugar a la emisión de sonidos molestos y nocivos1: el aumento del parque automotor y de la congestión vehicular, la proliferación de establecimientos de comercio dedicados al entretenimiento musical en zonas residenciales, la realización de obras constructivas, la celebración de eventos masivos en lugares con condiciones acústicas inadecuadas, la convivencia con vecinos que abusan de equipos de sonido, el perifoneo, y el uso de amplificadores en vías y andenes públicos para promocionar bienes o servicios, entre otros, generan graves conflictos de convivencia y afectan, en mayor o menor medida, el orden público en sus dimensiones de salubridad y tranquilidad2.


 


Si bien, en materia de problemas ambientales urbanos la mayoría de ellos son vividos por clases sociales vulnerables --v.gr. viviendas en zonas de alto riesgo, déficit de espacios públicos, contaminación de las aguas por falta de redes de alcantarillado o de tratamiento de las mismas, etc.--, el ruido también tiene la particularidad de ‘atacar’ agentes sociales ‘acomodados’, prueba de ello está en que sectores residenciales ubicados en estratos socioeconómicos elevados cada vez comparten más el suelo con actividades que implican significativos impactos auditivos como bares o discotecas, no obstante, en razón a su capacidad económica, algunas personas escapan a esta realidad y terminan ocupando otros espacios que representan una mayor satisfacción a su deseo de tranquilidad. En estos casos también llegamos a la conclusión de Harvey (2016, p. 179) de que el rico puede dominar el espacio mientras el pobre se encuentra atrapado en él.


 


A los inconvenientes mencionados, debe agregarse la falta de una respuesta institucional efectiva orientada a reducir los impactos causados por el ruido en derechos fundamentales como la intimidad3, la propiedad --inviolabilidad del domicilio--, el libre desarrollo de la personalidad o la salud, o sobre derechos colectivos como el goce de un ambiente sano, el equilibrio ecológico4 o la salubridad pública. En efecto, al momento de enfrentar las fuentes de este factor de deterioro ambiental, las entidades públicas se encuentran ante una dispersión normativa confusa en lo relacionado con el ejercicio de competencias5, en este sentido se menciona la dificultad en determinar si quien debe intervenir es la autoridad de salud, la ambiental o la fuerza de policía6, también se presentan dudas respecto al régimen sancionatorio a aplicar para hacer efectivo el ius puniendi del Estado y, además, se cuestiona la complejidad del procedimiento técnico establecido en la Resolución 0627 de 2006 para obtener la prueba tendiente a asegurar la imposición de medidas preventivas o de sanciones efectivas, sin contar la creencia equivocada de que la medición es el único elemento probatorio que fundamenta y justifica una actuación administrativa o judicial.


 


Lo anterior ha dado como resultado que las sanciones por emisión de ruidos molestos o nocivos no tengan el efecto disuasivo esperado y nos lleva, en muchos casos, a dudar de la legalidad de algunos procedimientos encaminados a enfrentar el problema, poniendo en riesgo derechos importantes como el debido proceso o la libertad económica. Todo este ‘estado de cosas’ institucional termina siendo frustrante para el ciudadano del común quien, con razones de sobra, duda de la oportunidad y efectividad de la respuesta estatal a su clamor de pronta intervención.


 


Aunque las Altas Cortes han ofrecido algunas luces respecto a la interpretación de  derechos como la tranquilidad, la intimidad o el goce de un ambiente sano cuando se encuentran enfrentados al ruido; al admitir la procedencia de acciones constitucionales como la tutela o la acción popular7 para proteger bienes jurídicos comprometidos con una incómoda presión sonora; o a la aclaración --todavía tímida y superficial-- de algunas atribuciones y competencias entre autoridades para facilitar las funciones de inspección, vigilancia y control; todavía persisten algunos vacíos interpretativos que deben empezar a ser cubiertos por la doctrina nacional que, por cierto, tiene una deuda grande en cuanto al tratamiento del ruido desde una perspectiva jurídica.


 


La pretensión de este libro no es otra que contribuir, desde el derecho, a responder algunas de las preguntas que recurrentemente aquejan a las autoridades competentes, y de esta forma mejorar la respuesta institucional a las demandas ciudadanas de intervención efectiva del ruido8: 


 


¿El procedimiento sancionatorio ambiental puede utilizarse en todos los casos en los que se presente el problema del ruido? ¿Solo la medición de decibeles puede fundamentar una medida preventiva como la suspensión de actividad? ¿Cuál es el procedimiento a seguir para continuar con los procesos de adopción de medidas preventivas o sancionatorias en los casos donde se presentan cambios de razón social de los establecimientos? Son algunos interrogantes a resolver a lo largo de la obra y cuyas respuestas seguramente no estarán desprovistas de reparos jurídicos, no obstante, esa es la principal intención del libro: servir de pretexto para animar a otros investigadores a tomar en consideración al ruido como objeto de estudio. 


 


En este orden de ideas, el tema central se desarrollará de la siguiente manera: en primer lugar, se expondrá el tratamiento que el derecho le hace al ruido, para esto se explicará su naturaleza como “agente contaminante”, luego se enunciará la clásica división doctrinal de ruidos evitables y no evitables, finalizando con una descripción general de los principales bienes jurídicos afectados con ese fenómeno vibratorio. En segundo lugar, se analizarán los dispositivos normativos más destacados para el control del ruido, tomando como referentes la Ley 1801 de 2016 --Código Nacional de Policía--, la Ley 1333 de 2009 --Régimen sancionatorio ambiental-- y otros instrumentos como los mapas de ruido, los permisos de emisión de ruido de los cuales trata el Artículo 89 del Decreto 948 de 1995 --hoy compilado en el Decreto 1076 de 2015-- y una breve mención de algunos instrumentos judiciales para el control del ruido.


 


La discusión de complejos aspectos técnicos propios de normas como la Resolución 627 de 2006 --en lo concerniente al procedimiento de medición-- no será tratada en esta obra. También se prescindirá de normas que tienen algunas consideraciones sobre manejo y control de ruido, desde el ámbito laboral o en el ejercicio de ciertas actividades como la minera, pero con enfoque de seguridad en el trabajo --v.gr. Decreto 1886 de 2015, Decreto 222 de 1993, Resolución 2400 de 1979--, esta exclusión se justifica porque interesa el sonido no deseado que afecta al ciudadano del común en su vida cotidiana. 


 


Otros aspectos importantes están por fuera de las pretensiones de este trabajo, como el estudio de las condiciones sociales y culturales que motivan la producción de ciertas clases de ruido y que, en algunos casos, inciden en su aceptación o rechazo; o de cómo la apropiación del espacio tiene repercusiones directas en la calidad acústica del entorno. 


 


Por último, se abordará al ruido desde la perspectiva del control, propia de las autoridades competentes, motiva el estudio de la distribución de competencias y del procedimiento sancionatorio para hacer efectivas las funciones de inspección, vigilancia y control.




“La naturaleza está llena de palabras de 
amor, pero ¿cómo podremos escucharlas 
en medio del ruido constante, de la 
distracción permanente y ansiosa, o del 
culto a la apariencia?” (Francisco, 2015).





2. CONCEPTUALIZACIÓN JURÍDICA DEL RUIDO


 



2.1 El ruido como agente contaminante


 


Lo primero que corresponde hacer en una investigación sobre ruido, es aproximarse a una definición general del término, pues se dificulta para la intervención del derecho, si no tenemos claro qué es lo que amerita ser objeto de tratamiento jurídico y las razones de orden social, político, económico o ambiental que así lo fundamentan. 


 


Para Berglund (1999, p. 5) físicamente, no existe ninguna distinción entre sonido y ruido. El sonido es una percepción sensorial y el complejo patrón de ondas sonoras se denomina ruido, música, habla, etc., teniendo en cuenta esta acepción, el sonido calificado como “ruido” se concibe como un sonido no deseado por el receptor.  


 


La valoración como ruido, a determinado sonido, está mediada por varios elementos como la sensibilidad del receptor, su repulsión frente al mismo --un indicio de su carácter subjetivo9--, la respuesta fisiológica y psicológica --no solo de los seres humanos sino de cualquier otra especie sensible a variaciones acústicas--, las condiciones ambientales del lugar donde se emite y se escucha el ruido, el tiempo de exposición, la magnitud o intensidad, o el rango en el que se encuentren los niveles de inmisión10 --legalmente establecidos11--. 


 


Ahora, si el ruido es un sonido no deseado, entonces ¿esto lo convertirá, per se, en un agente o factor contaminante? y, en caso de no ser calificado como un “agente contaminante” ¿es posible su control desde el derecho? Para responder estos interrogantes debemos, en primer lugar, revisar las definiciones sobre “contaminación” y “contaminante” que trae la normatividad colombiana. 


 


El Artículo 4 de la Ley 23 de 1973 define a la contaminación como la alteración del medio ambiente por sustancias o formas de energía puestas allí por la actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir con el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del medio ambiente o afectar los recursos de la Nación o de particulares y, por contaminante, el Artículo 5 de la citada norma entiende todo elemento, combinación de elementos o forma de energía que actual o potencialmente pueda producir alguna o algunas de las alteraciones ambientales descritas en el Artículo 4 de la presente ley. De lo expuesto, se concluye que el ruido debe ser considerado como un agente o elemento contaminante, siempre y cuando: 


 


 


a. Interfiera con el bienestar de las personas: definir qué debe entenderse por ‘bienestar’ resulta complejo, en parte por la carga de subjetividad propia del término. Cuando se asume al bienestar en términos de utilidad -y a esta como una categoría puramente subjetiva revelada en la elección- estaríamos hablando de cómo el individuo ordena y les asigna valor a sus preferencias, lo que dificulta la posibilidad de una entidad pública, de realizar comparaciones interpersonales para determinar el grado de afectación del bienestar individual como consecuencia de la acción u omisión de un tercero, y así mismo definir la respuesta institucional dirigida a morigerar o eliminar sus efectos negativos. 


 


No obstante, se puede advertir que consecuencias usualmente consideradas dañinas como la reducción del valor de la propiedad privada como secuela de impactos ambientales negativos; la manifestación de un riesgo inminente sobre la salud humana; la reducción o pérdida de servicios ambientales que suscitan estados de ánimo comúnmente valorados en forma positiva como el paisaje o ciertos sonidos naturales --el canto de ciertas aves, el fluir de un cuerpo de agua, etc.--; o la alteración de la tranquilidad de cada individuo por perturbaciones como el ruido, las vibraciones o los olores, son efectos valorados generalmente como lesivos del bienestar humano.


 


b. Interfiera con la salud de las personas: aunque se han documentado los efectos del ruido sobre la salud, el carácter no visible de los mismos y la ausencia de una cultura de reporte de trastornos físicos o mentales originados por impactos ambientales ha llevado a minimizar y a desestimar la incidencia del ruido en la salud de las personas y, tal vez con ello, a retardar la respuesta institucional para su control. 


 


Dependiendo de la sensibilidad auditiva del individuo, de las condiciones acústicas del lugar donde se encuentra el receptor, del nivel del ruido, o del tiempo de exposición e intensidad --elementos no necesariamente correlacionados-- encontraremos varios efectos sobre la salud humana12, como se explica a continuación: 1) exponerse a un nivel alto de ruido --mayor a 80 dB--, así sea por poco tiempo, puede causar daños fisiológicos en el sistema auditivo13 (Moorhouse, 2010, p. 61414) que disminuyen la habilidad para entender un diálogo, lo que puede convertirse en una significativa discapacidad social15 (Moorhouse, 2010, p. 614). Lo anterior, está relacionado  con lo que Hildebrand (1970, p. 652) denomina interferencia con la comunicación oral, para este autor la contaminación acústica produce una interferencia en el habla que obliga a pronunciar fuerte para ser escuchado, ocasionando fatiga, así como interrupción en el trabajo, ineficiencia y accidentes; 2) asimismo se percibe un amplio rango de sentimientos negativos16 que pueden resultar de la exposición al ruido, abarcando a la ira, la decepción, la insatisfacción, el aislamiento, la impotencia, la depresión, la ansiedad, distracción, agitación y cansancio17 (Moorhouse, 2010, p. 615), 3) problemas para conciliar el sueño, 4) incremento del ritmo cardiaco y de la presión sanguínea18, 5) disminución del desarrollo cognitivo de los niños19, 6) tiene la capacidad de producir estrés o tensión que contribuyen y agravan las enfermedades asociadas a la tensión como úlceras estomacales, neurosis, enfermedad mental a alergias y enfermedades cardiovasculares y circulatorias20 (Hildebrand, 1970, p. 661), o 7) perturbación del desempeño laboral21.


 


c. Afecte --o potencialmente pueda afectar-- al medio ambiente: Algunos estudios han demostrado los efectos del ruido sobre elementos constitutivos de la naturaleza como la fauna y la flora.  Patricelli (2006, p. 644) señala que algunos gorriones han ajustado sus sonidos --ajuste vocal-- para reducir el enmascaramiento producido por el ruido urbano22, este ajuste vocal es necesario para evitar el “enmascaramiento”23 de sus propios sonidos, necesarios para que otros gorriones puedan escuchar llamados de alarma, o de hallazgo de fuentes de alimento, o para la selección con fines reproductivos. Las consecuencias de este ajuste significan desde el aumento del costo energético (Patricelli, 2006, p. 644) con el consecuente agotamiento del gorrión por forzar la frecuencia de sus cantos, hasta la limitación del proceso de selección del macho realizado por la hembra por la “reducción del reconocimiento24” del canto.


 


Otros estudios han encontrado una relación inversamente proporcional entre el aumento del ruido producido por el crecimiento del parque automotor --en algunas ciudades y vías de EEUU-- y la disminución en el número de aves migratorias (Griffith, Emily, 2010, p. 391). Para Pater (2009, p. 788) los impactos del ruido en los animales terrestres --domesticados o silvestres-- pueden tomar diversas formas, incluyendo cambios en sus actividades comportamentales o de hábitat, el incremento de estrés, la disminución de su respuesta inmune, la reducción de oportunidades reproductivas, el incremento del riesgo a ser depredado, la degradación de la comunicación natural, y daños en el sistema auditivo si el ruido es muy alto25. No menos preocupante, resultan las afirmaciones de que la contaminación sonora puede conducir a la reestructuración de todo un ecosistema (Swaddle, citado en: Milius, 2012, p. 15) pues el ruido afecta el comportamiento de ciertas especies de aves diseminadoras de semillas.


 


Tomando a otra especie, Hildebrand (1970, p. 652) menciona que los cerdos de Guinea, cuando son expuestos a cortos períodos de ruido por encima de lo normal -pero supuestamente tolerables-, desarrollan una hinchazón en sus membranas auditivas, también comenta –citando a Bailey (196926)- que una prolongada exposición a un ruido excesivo ha llevado a que algunas ratas pierdan su fertilidad, se vuelvan homosexuales y las lleve a comerse a las más jóvenes. Si el ruido supera los 150 dB, el ruido puede matarlas por una falla cardiaca (Hildebrand, 1970, p. 65227). 


 


Para hablar de “contaminación”, el Artículo 4 de la Ley 23 de 1973 estipula que el elemento contaminante debe estar en ciertas “cantidades, concentraciones o niveles”. Este requerimiento, prima facie, impone la carga de realizar prueba técnica para determinar, de forma razonable, si el ruido generado está en un nivel tal que pueda lesionar el bienestar, la salud de las personas, o el medio ambiente.


 


Requerir que el agente contaminante esté en los niveles legalmente prestablecidos, sumado a la referencia del Artículo 4 de la Ley 23 de 1973, de que la contaminación es una alteración del medio ambiente por sustancias o formas de energía puestas allí por la actividad humana (…) (Negrilla y subrayado fuera de texto) claramente nos indica: a) las normas a tener en cuenta para determinar si se presenta contaminación del ambiente son las de emisión --por el término “puestas allí” contenido en el Artículo 4 de la Ley 23 de 1973--, b) el método para establecer el incumplimiento de los estándares de presión sonora es a través de medición con sonómetro y, c) al superar las normas de emisión se presumirá una lesión del bienestar de las personas y de la calidad del ambiente, razón suficiente para justificar la intervención de la autoridad competente.


 


Como bien lo afirma Betancor (2002, p. 24) con la exigencia de prueba técnica se objetiva la lesión de derechos, es decir, si de la medición de los decibeles se concluye que la fuente generadora ha superado los topes delimitados por la normatividad --en este caso por la Resolución 0627 de 2006, o la que en su momento la modifique o reemplace--, se presumirá la lesión de derechos fundamentales como la salud o la intimidad, o de derechos colectivos como la salubridad pública o el goce a un ambiente sano, esto evita la difícil medición de la nocividad de ciertos ruidos (Betancor, 2002, p. 24) y permite a las autoridades limitar, en forma razonable y proporcionada, el ejercicio de derechos por parte de la fuente generadora, como el libre desarrollo de la personalidad o la libertad económica. 


 


Sin duda, entrar a comprobar si un ruido deteriora la calidad de vida de un colectivo social, la capacidad de renovabilidad de los recursos, o la dinámica de ciertos ecosistemas o especies, resulta complejo, en parte por el carácter invisible de dichos efectos; por lo tanto, una exigencia de este calibre –para todos los casos- se convertiría en una prueba diabólica que iría en contravía del deber de respeto y garantía de derechos constitucionales. 
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